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Carta de Derechos de las Víctimas y Testigos de Delito 
   

Ley Núm. 22 del 22 de abril de 1988, según enmendada 

 

(Contiene enmiendas incorporadas por las siguientes leyes: 

Ley Núm. 184 de 29 de Julio de 1998 

Ley Núm. 307 de 23 de Diciembre de 1998 

Ley Núm. 163 de 12 de Agosto de 2000 

Ley Núm. 14 de 18 de Febrero de 2011) 

 

 

Para establecer la Carta de Derechos de las Víctimas y Testigos de Delito y disponer los 

medios que estarán disponibles para reclamar estos derechos.  

 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  

 

 Un sistema de justicia que no es equitativo en cuanto a la protección de los derechos del 

acusado y la debida protección a las víctimas de delito está destinado al fracaso. El sistema de 

justicia en nuestra democracia fue diseñado con el propósito de que el pueblo tuviera confianza 

en él, pero en los últimos años se ha cobrado conciencia de que no existe un balance adecuado 

entre la protección a los acusados y la protección a la víctima siendo dicho balance en esencia, la 

piedra angular de su sabiduría. Para el logro de dicho balance los esfuerzos del Gobierno y de la 

comunidad deberán ir dirigidos a satisfacer tres necesidades básicas de las víctimas, a saber: ser 

respetadas en su dignidad, ser protegidas y ser consultadas.  

 A tenor con este principio se aprobó la Ley Núm. 77 de 9 de julio de 1986 la cual declaró que 

es política pública del Estado Libre Asociado de Puerto Rico proveer protección y asistencia a 

las víctimas y testigos en los procesos judiciales que se ventilen en los tribunales así como 

durante las investigaciones que se realicen para promover su cooperación y participación plena y 

libre de intimidación en esos procesos.  

 Además, nuestro ordenamiento jurídico contiene otras leyes que han atendido las necesidades 

básicas de las víctimas y testigos de delito.  

 Por ello el Estado Libre Asociado de Puerto Rico reconociendo en un solo cuerpo de ley la 

responsabilidad que tienen las agencias gubernamentales y las personas y entidades privadas, en 

ciertos casos, de proveerle a las víctimas y testigos la protección y asistencia necesaria adopta la 

Carta de Derechos de las Víctimas y Testigos en la cual se recogen los derechos que se han 

reconocido hasta ahora en diversas leyes y se complementan con otras garantías que se han 

reconocido en otras jurisdicciones adaptadas a la realidad de nuestro sistema. Ello contribuirá a 

crear plena conciencia por parte de todos los ciudadanos respecto a estos derechos y garantías 

que asisten a las víctimas y testigos de delito y en especial, en las agencias gubernamentales que 

integran el sistema de justicia criminal.  

 

 

Decrétase por la Asamblea Legislativa de Puerto Rico:  

 

 

http://www.ogp.pr.gov/
http://www.oslpr.org/2009-2012/leyes/pdf/ley-14-18-Feb-2011.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Justicia/77-1986/77-1986.pdf
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Artículo 1. — Propósito de la Ley. (25 L.P.R.A. § 973) 

 

 En armonía con la política pública del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de proveer 

protección y asistencia a las víctimas y testigos en los procesos judiciales y en las 

investigaciones que se realicen declarada en virtud de la Ley Núm. 77 de 9 de julio de 1986, 

según enmendada, se adopta la Carta de Derechos de las Víctimas y Testigos de Delito.  

 

Artículo 2. — Carta de Derechos de las Víctimas y Testigos de Delito. (25 L.P.R.A. § 973a) 

 

 Toda persona que cualifique para protección bajo las disposiciones de la Ley Núm. 77 de 9 

de julio de 1986, según enmendada, en el Estado Libre Asociado de Puerto Rico tendrá derecho 

a: 

(a) Recibir un trato digno y compasivo por parte de todos los funcionarios y empleados públicos 

que representen las agencias que integran el sistema de justicia criminal durante las etapas de 

investigación, procesamiento, sentencia y disposición posterior del caso criminal que se inste 

contra el responsable del delito. 

(b) Tener acceso a servicio telefónico, libre de costo, para comunicarse con su familia o allegado 

más cercano o con su abogado, tan pronto entre en contacto con el sistema de justicia criminal. 

(c) Exigir que se mantenga la confidencialidad de la información sobre su dirección y números 

telefónicos cuando así lo estime necesario para su seguridad personal y de sus familiares así 

como el privilegio de la comunicación habida entre la víctima y su consejero que garantiza la 

Regla 26-A de las de Evidencia, según enmendadas.  

 A estos fines, la dirección residencial y de negocio, así como los números de teléfonos de una 

víctima o testigo de un crimen se mantendrá confidencial. Ningún informe, papel, dibujo, 

fotografía, documento archivado en el tribunal o cualquier otro documento que se relacione a un 

crimen y que contenga dicha información y esté bajo la custodia o en posesión de cualquier 

funcionario o empleado público, incluyendo el fiscal, la policía o empleados del tribunal, estará 

disponible para inspección pública, a menos que la información de la dirección y teléfono de la 

víctima y testigos haya sido omitida. Ningún funcionario o empleado público divulgará la 

información sobre la dirección y teléfonos de la víctima o testigo excepto a: 

(1) Los funcionarios y empleados públicos que como parte del desempeño de sus funciones 

requieran dicha información, incluyendo la policía, fiscales, oficiales probatorios o 

funcionarios y empleados de prisiones y tribunales encargados de investigar, enjuiciar o 

mantener expedientes relacionados con el crimen o el acusado o que tengan otros deberes 

legales impuestos por el cargo que desempeñan. 

(2) Una agencia gubernamental o entidad que provea compensación o servicios a víctimas y 

testigos o que investiga o adjudica reclamaciones por tales compensaciones o servicios. 

(3) Una organización o grupo que tiene como propósito proveer asesoramiento, servicios o 

cualquier otra ayuda a las víctimas del crimen y que necesita la dirección y números 

telefónicos de las víctimas para ofrecerles estos servicios, de conformidad con las 

disposiciones de esta ley. Esta información no estará disponible a entidades que solicitan la 

información para propósitos comerciales. 

(4) Una persona o agencia que tenga el consentimiento escrito de la víctima o testigo o de los 

padres, esposo u otra persona legalmente responsable por el cuidado de la víctima o testigo, 

con la excepción de que se disponga en contrario por orden del tribunal. 

http://www.ogp.pr.gov/
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Justicia/77-1986/77-1986.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Justicia/77-1986/77-1986.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Justicia/77-1986/77-1986.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Justicia/77-1986/77-1986.pdf
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Justicia/REVI/REVI.pdf
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(5) Una persona, quien antes o después del juicio del caso relacionado con la víctima o el 

testigo, lo solicita al tribunal con jurisdicción en el caso y el tribunal ordena que se le dé la 

información. El tribunal dictará la orden sólo después que: 

(i) La persona que lo solicita demuestra la satisfacción del tribunal que existe una buena 

causa para que se le divulgue la información; 

(ii) el tribunal ha recibido información suficiente de parte del fiscal que le asegure que la 

víctima o testigo no está en riesgo de daño personal alguno como resultado de la 

divulgación o está adecuadamente protegido de tal riesgo, y 

(iii) se le ha notificado por escrito sobre dicha orden a la víctima o testigo, sus padres, 

esposo u otra persona legalmente responsable por el cuidado de la víctima o testigo y al 

fiscal, por lo menos ciento veinte (120) horas antes de firmar dicha orden. 

 Durante el juicio o una vista relacionada con un procedimiento criminal, el tribunal ordenará 

que la dirección residencial y [la] de negocio, así como los teléfonos de una víctima o testigo del 

crimen no se divulguen en corte abierta y que no se le exija a la víctima o testigo informar, a 

preguntas de la defensa o el fiscal, la dirección o teléfono, a menos que el tribunal determine que 

existe una clara necesidad para tal divulgación porque la información es necesaria y relevante a 

los hechos del caso o para determinar la credibilidad del testigo. El peso de probar la necesidad y 

relevancia de la divulgación lo tendrá la defensa o la parte que solicite la información. Antes de 

emitir una orden autorizando la divulgación, el tribunal se asegurará razonablemente, que la 

víctima o testigo no está en riesgo de daño personal alguno como resultado de la divulgación o 

que está adecuadamente protegido de tal riesgo. 

 Nada de lo contenido en esta disposición se interpretará como que el tribunal excluye al 

público de etapa alguna del procedimiento o interfiere con el derecho del acusado a descubrir 

prueba o que se limita el acceso del público a información gubernamental o el derecho de la 

prensa a publicar información legalmente obtenida. 

 El fiscal o la persona que éste autorice en el distrito en el cual una organización privada de 

servicios a víctimas y testigos solicite información de la dirección y teléfonos de la víctima o 

testigos, podrá autorizar la divulgación de la información a la organización por la fiscalía, policía 

u otros funcionarios o empleados públicos si concluye que: 

(1) El propósito primario de buena fe de la organización es proveer servicios, asesoramiento 

u otra ayuda a las víctimas del crimen; 

(2) los servicios ofrecidos le serán de beneficio a las víctimas o testigos, y 

(3) la organización no solicita la información con propósitos comerciales. Ninguna agencia 

comercial o con fines de lucro será considerada que opera con el propósito primario y de 

buena fe de proveer asesoramiento o ayuda a las víctimas del crimen. 

 Una organización a la que se le niega la información puede solicitar una revisión de la 

decisión por el Secretario de Justicia, quien podrá ordenar que se divulgue la información de 

conformidad con los criterios antes expresados. Tanto la organización como sus empleados o 

voluntarios que trabajen para ella, mantendrán la información confidencial. 

 Será ilegal divulgar, solicitar, recibir, hacer uso de o autorizar o a sabiendas, permitir el uso o 

la divulgación de información que contenga la dirección residencial o números de teléfonos de 

víctimas o testigos sin el consentimiento escrito de éstos, excepto para propósitos directamente 

relacionados con la provisión de servicios a la víctimas o testigos o con la administración de los 

programas o servicios de la organización. 

http://www.ogp.pr.gov/
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 Toda persona que viole las disposiciones de este inciso será sancionada con pena de reclusión 

por un término fijo de dos (2) años. De mediar circunstancias agravantes, la pena fija establecida 

podrá ser aumentada hasta un máximo de tres (3) años; de mediar circunstancias atenuantes, 

podrá ser reducida hasta un mínimo de un (1) año. El tribunal, a su discreción, podrá imponer la 

pena fija de reclusión establecida o pena de multa que no excederá de cinco mil dólares ($5,000), 

o ambas penas. 

(d) Recibir todos los servicios de protección que garantiza la Ley Núm. 77 de 9 de julio de 1986, 

según enmendada, para sí y para sus familiares contra las posibles amenazas y daño que puedan 

sufrir por parte del responsable del delito, sus secuaces, amigos y familiares incluyendo, sin que 

se entienda como una limitación, la línea telefónica de emergencia, albergue, cambio de 

dirección e identidad y vigilancia directa. 

(e) Ser orientado sobre todos aquellos programas de asistencia médica, psicológica, social y 

económica que estén disponibles en el Estado Libre Asociado de Puerto Rico, a recibir la 

información correcta por parte de los funcionarios y empleados de las agencias públicas y 

privadas que administran estos programas y a que se les oriente sobre su procedimiento para 

tramitar la solicitud de estos servicios. 

(f) Recibir para sí y para sus familiares todos aquellos servicios y beneficios que provean los 

programas de asistencia médica, psicológica, social y económica que estén disponibles en el 

Estado Libre Asociado y para los cuales sea elegible. 

(g) Ser notificado por escrito del desarrollo de todas las etapas del proceso de investigación, 

procesamiento y sentencia del responsable del delito por lo cual deberá: 

(1) Ser consultado antes de que se proceda a transigir una denuncia o acusación contra el 

autor del delito; 

(2) ser informado de los procedimientos posteriores a la sentencia cuando así se le solicite a 

la Policía de Puerto Rico, al Negociado de Investigaciones Especiales o al Ministerio Fiscal; 

(3) ser informado por el Departamento de Corrección y Rehabilitación, según corresponda, 

en los casos en que el responsable del delito sea liberado por haber extinguido su sentencia, 

sea puesto en libertad a prueba (probatoria), en libertad bajo palabra, en libertad bajo 

supervisión electrónica, en libertad por una condición de salud, si es trasferido a una nueva 

institución correccional, si se encuentra en un hogar de adaptación social. La referida 

notificación se ha de realizar en un término no menor de treinta (30) días previo a la 

excarcelación; 

(4) ser informado por el Departamento de Corrección y Rehabilitación si el reo se evadiera 

de una institución carcelaria, hospitalaria o de un hogar de adaptación social, en o antes de 

las veinticuatro (24) horas contadas a partir del momento en que la Administración de 

Corrección advenga en conocimiento del hecho; 

(5) ser informado por el Departamento de Corrección de la captura del reo evadido, en o 

antes de las veinticuatro (24) horas contadas desde el momento en que ocurra la aprehensión, 

y 

(6) ser informado por el Departamento de Corrección o la Junta de Libertad Bajo Palabra, 

según corresponda, del fallecimiento del convicto, dentro de un término no mayor de quince 

(15) días a partir del deceso.  

 La Policía de Puerto Rico, el Ministerio Público y la Junta de Libertad Bajo Palabra, según 

aplique, serán responsables de suministrar toda la información necesaria al Departamento de 

http://www.ogp.pr.gov/
http://www2.pr.gov/ogp/Bvirtual/leyesreferencia/PDF/Justicia/77-1986/77-1986.pdf
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Corrección para que éste pueda cumplir con las disposiciones de esta ley y así estar en posición 

de notificar a las víctimas y testigos de delito. 

(h) Lograr que el Ministerio Fiscal promueva la rápida ventilación de los casos criminales contra 

el responsable del delito y en especial, los casos de delitos sexuales, maltrato y violencia 

doméstica. 

(i) Estar presente en todas las etapas del procesamiento contra el responsable del delito cuando lo 

permitan las leyes y reglas procesales, excepto en aquellos casos en que lo prohíba el tribunal por 

razón de que la víctima sea testigo en el proceso criminal o por otras circunstancias y a que la 

Policía de Puerto Rico, el Negociado de Investigaciones Especiales o el Ministerio Fiscal le 

informen prontamente cuando su presencia no sea necesaria en el tribunal. 

(j) Recibir en todo momento en que esté prestando testimonio en un tribunal o en un organismo 

cuasi judicial un trato respetuoso y decoroso por parte de abogados, fiscales, jueces y demás 

funcionarios y empleados concernidos y la protección del juez o del funcionario que preside la 

vista administrativa en casos de hostigamiento, insultos, ataques y abusos a la dignidad y a la 

honra del testigo o de sus familiares y allegados. 

(k) Cuando se trate de una víctima de violación, a no ser preguntada sobre su historial sexual 

sujeto a lo dispuesto en la Regla 21 de Evidencia para el Tribunal General de Justicia de 1979, 

según enmendadas. 

(l) Cuando sea menor de edad o incapacitado, a no ser preguntado sobre el alcance del deber de 

decir la verdad, a que no se le tome juramento o afirmación en este sentido, y a instar las 

acciones por delitos sexuales y maltrato dentro del término prescriptivo extendido que provea el 

Artículo 78 del Código Penal de Estado Libre Asociado de Puerto Rico [Nota: Actual Art. 87 de la 

Ley 146-2012, según enmendada, “Código Penal de Puerto Rico” (33 L.P.R.A. §§ 5104.)]. 

(m) Tener a su disposición un área en el tribunal donde se esté ventilando el proceso judicial 

contra el responsable del delito que esté separada del acusado, sus secuaces y amigos y 

familiares y, cuando no esté disponible esta área separada, recibir otras medidas protectoras. 

(n) Lograr que se le releve de la comparecencia personal en la vista de determinación de causa 

probable para el arresto, cuando su testimonio conlleve un riesgo a su seguridad personal o de su 

familia o cuando se vea física o emocionalmente imposibilitada. 

(o) Someter al tribunal sentenciador un informe sobre el efecto económico y emocional que le ha 

ocasionado la comisión del delito según lo garantizan las Reglas 162.1 y 162.2 de Procedimiento 

Criminal, según enmendadas. 

(p) Recibir la compensación económica que le corresponde por razón de su comparecencia en el 

proceso judicial así como la concesión de licencia judicial y reinstalación en el empleo que 

proveen las Leyes 338 de 10 de mayo de 1947, según enmendada [34 L.P.R.A. sec. 752], Núm. 

122 de 12 de julio de 1986, [29 L.P.R.A. secs. 193 a 193c], la Ley Núm. 5 de 14 de octubre de 

1975 [Nota: Actual Ley 184-2004, según enmendada, “Ley para la Administración de los Recursos Humanos en el 

Servicio Público del Estado Libre Asociado de Puerto Rico” (3 L.P.R.A. §§ 1461 et seq.)], y el Artículo 249 del 

Código Penal del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, según enmendado [Nota: Actual Art. 294 de 

la Ley 146-2012, según enmendada, “Código Penal de Puerto Rico” (33 L.P.R.A. §§ 5001 et seq.)]. 

(q) Recibir el beneficio de la restitución por parte del responsable del delito en todos aquellos 

casos en que el Código Penal del Estado Libre Asociado de Puerto Rico [Nota: Actual Ley 146-2012, 

según enmendada, “Código Penal de Puerto Rico” (33 L.P.R.A. §§ 5001 et seq.)].o las leyes especiales así lo 

provean. 

http://www.ogp.pr.gov/
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(r) Recibir devueltos todos aquellos bienes de su propiedad que se hayan retenido por las 

autoridades concernidas con el propósito de ser utilizados como evidencia tan pronto como sea 

posible. 

(s) Ser informada del nombre, edad y municipio en que reside el ofensor que haya cometido el 

delito en su contra, o falta, aun cuando éste sea menor de edad, según sea el caso. En todos los 

casos de agresión sexual la víctima tendrá acceso a toda información, incluyendo nombre, edad y 

dirección del ofensor. 

 

Artículo 2A. — Carta de Derechos de Menores, Menores Incapaces y/o con Impedimento. 

(25 L.P.R.A. § 973a-1) 

 

 Toda víctima o testigo de delito o falta menor de dieciocho (18) años de edad y toda persona 

que padezca de incapacidad o retraso mental, además de los derechos enumerados en el Artículo 

2 de esta Ley, tendrá los siguientes derechos: 

(a) No será expuesto a experiencias que puedan tener consecuencias serias para su salud mental 

y emocional. 

(b) Ofrecer, cuando las circunstancias así lo justifiquen, su testimonio por las vías alternas 

disponibles, ya fuere en corte abierta, mediante un sistema televisivo de circuito cerrado o por 

deposición grabada en cinta video cualquier sistema de grabación confiable. 

(c) Estará acompañado en sala por personal de apoyo mientras presta su testimonio, quien podrá 

ser un familiar o conocido, un consejero o personal técnico del programa o profesional 

competente. 

(d) En el curso de los procedimientos el tribunal velará por el bienestar del menor, dándole 

prioridad en el calendario a los procedimientos en que éstos son víctimas o testigos de delitos o 

faltas y evitará largas horas de testimonio sin receso. 

 

Artículo 2B. — Técnicos de Asistencia a Víctimas y Testigos. (25 L.P.R.A. § 973a-2) 

 

 Para implantar la política pública establecida en esta Ley, se crea, adscrita a la Secretaria 

Auxiliar de Asuntos Criminales, Menores y Familia, la División de Asistencia a Víctimas y 

Testigos; y adscrita al Negociado de Investigaciones Especiales del Departamento de Justicia, 

División para la Protección y Asistencia de Víctimas y Testigos.  Además, el Programa de 

Asistencia a Víctimas y Testigos de Delito prestará sus servicios a través de los Técnicos de  

Asistencia a Víctimas y Testigos y otro personal de apoyo, nombrados por el Secretario de 

Justicia, quienes tendrán el deber de proveer los servicios de orientación y apoyo a las víctimas o 

testigos de delito de acuerdo a sus necesidades y a los recursos económicos disponibles.  En el 

caso de menores víctimas o testigos de delito este personal podrá actuar como personal de apoyo 

y acompañarlos a través de todas las etapas del proceso judicial y de los procedimientos 

incidentales a éste con el propósito de proveerle apoyo emocional y velar por su bienestar. 

 

Artículo 3. — Acción para Reclamar los Derechos Concedidos por esta Ley  (25 L.P.R.A. § 

973b) 

 

 Toda persona que ostente un derecho de los reconocidos por esta ley podrá por sí, por su 

tutor o por medio de un funcionario público o persona particular interesada en su bienestar, 

http://www.ogp.pr.gov/
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acudir al Departamento de Justicia o a cualquier otro foro administrativo o sala del Tribunal de 

Primera Instancia del distrito judicial donde resida para reclamar cualquier derecho o beneficio 

que le corresponda o para solicitar que se suspenda una actuación en violación a las 

disposiciones de la Carta de Derechos de Víctimas y Testigos.  

 El Departamento de Justicia o el foro administrativo competente al cual acuda la persona 

recibirán e investigarán estas querellas y tramitarán las acciones judiciales que procedan.  

 En caso de que la querella impute a un funcionario público o persona privada la violación de 

los derechos reconocidos por esta ley, el Departamento podrá acudir ante los foros y autoridades 

competentes para que se tomen las medidas administrativas y acciones que correspondan. Las 

querellas que se radiquen por alguna violación a los derechos reconocidos por esta ley contra 

jueces o abogados se tramitarán ante el Tribunal Supremo de Puerto Rico. Para los fines de este 

párrafo el término funcionario público incluye a los miembros de la Policía de Puerto Rico y a 

los agentes del Negociado de Investigaciones Especiales, a los agentes del orden público, los 

fiscales nombrados por el Gobernador de Puerto Rico o designados por el Secretario de Justicia, 

los Procuradores para Asuntos de Menores y cualquier otro funcionario o empleado público. Los 

tribunales concederán prioridad a las acciones iniciadas en virtud de esta ley y tendrán facultad 

para nombrar a la víctima o testigo de delito o sus familiares, representación legal o un defensor 

judicial cuando éstos no cuenten con recursos económicos. El tribunal tendrá facultad para dictar 

cualquier orden o sentencia conforme a derecho y que sea necesaria para llevar a cabo las 

disposiciones de esta ley. El incumplimiento de las órdenes y sentencias dictadas por el tribunal 

en virtud de este artículo constituirá desacato civil.  

 

Artículo 4. — Reserva de otras Acciones. (25 L.P.R.A. § 973c) 

 

 El ejercicio de la acción autorizada por esta leyes independiente de cualesquiera otra acción 

civil o criminal, derecho o remedio que disponga la legislación vigente y ninguna de las 

disposiciones de ésta limitará, o impedirá el ejercicio de tales acciones, derechos o remedios.  

 

Artículo 5. — Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.   

 
 

 

 

Nota. Este documento fue compilado por personal de la Oficina de Gerencia y Presupuesto del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico, como un medio de alertar a los usuarios de nuestra 

Biblioteca de las últimas enmiendas aprobadas para esta Ley.  Aunque hemos puesto todo 

nuestro esfuerzo en la preparación del mismo, este no es una compilación oficial y podría no 

estar completamente libre de errores inadvertidos. En el mismo se han incorporado todas las 

enmiendas hechas a la Ley a fin de facilitar su consulta. Para exactitud y precisión, refiérase a los 

textos originales de dicha ley y a L.P.R.A.. Las anotaciones en letra cursiva y entre corchetes 

añadidas al texto, no forman parte de la Ley; las mismas solo se incluyen para el caso en que 

alguna ley fue derogada y ha sido sustituida por otra que está vigente. Los enlaces al Internet 

solo se dirigen a fuentes gubernamentales.  Los enlaces a las leyes enmendatorias pertenecen a 

la página web de la Oficina de Servicios Legislativos  de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico. 

Compilado por la Biblioteca de la Oficina de Gerencia y Presupuesto. 

 

 

http://www.ogp.pr.gov/
http://www.ogp.gobierno.pr/
http://www.oslpr.org/new/


Carta de Derechos de las Víctimas y Testigos de Delito [Ley Núm. 22 de 22 de Abril de 1988, según enmendada] 

 
 

Rev. 07 de marzo de 2016  www.ogp.pr.gov  Página  8 de 8  

 

 

⇒⇒⇒Verifique en la Biblioteca Virtual de OGP la Última Copia Revisada (Rev.) para esta compilación. 
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